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PROCURADURIA

GENERAL DE LA NACION





Bogotá, D. C.,  25 de febrero de 2021

Señores Magistrados
Tribunal Superior de Bogotá

Sala Penal
Bogotá
ASUNTO:   Incidente de regulación de honorarios dentro de proceso penal                    


Actuando en representación del Ministerio Público y en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las otorgadas por el art. 277 de la Constitución Política de Colombia, ante su Despacho me permito descorrer traslado como sujeto no recurrente, dentro de la actuación incidental que culminó con el auto proferido el pasado 17 de febrero, mediante el cual rechazó de plano el incidente de regulación de honorarios propuesto por la abogada Alexandra Ivonne Bolívar López en contra de Edgar Mejía Puentes, Maribel Petrona Montoya Ortega, Carlos Javier Mejía Montoya, Laura María Mejía Montoya, Paula Andrea Sierra en nombre y representación de su menor hija Gabriela Mejía Sierra.

CONSIDERACIONES

A juicio de esta Delegada, le asiste razón a la Sra. Juez de conocimiento al rechazar de plano el incidente de regulación de honorarios propuesto por la abogada Alexandra Ivonne Bolívar López, por falta de competencia, toda vez que el procedimiento de regulación de honorarios comprende un proceder especial en materia civil o laboral máxime que  existe un contrato de mandato  suscrito con las víctimas el cual presta merito ejecutivo y por ende debe ser regulado por la jurisdicción civil o laboral y no la penal.
La regulación de honorarios comprende la controversia en relación con el reconocimiento pecuniario del servicio prestado estipulado en un contrato de mandato, estableciéndose este trámite para regular la contraprestación del apoderado cuya gestión termina en la actuación procesal.  Se entiende por honorarios la remuneración de los servicios que una persona natural presta a otra persona natural o jurídica, en la cual predomina el factor intelectual sobre el técnico, material, manual o mecánico, es claro que la regulación de los honorarios por corresponder a contratos civiles o comerciales corresponde a la jurisdicción civil, sin embargo, la sala laboral de la Corte suprema de Justicia en sentencia 47.566 del 9 de mayo de 2018, con ponencia del magistrado Jorge Luis Quiroz Alemán, ha sido enfática al afirmar que es la jurisdicción laboral la llamada a resolver esos conflictos, pues tales pagos se derivan del mismo contrato.   

La justicia ordinaria laboral no solo conoce de la solución de los conflictos relacionados con el cobro de honorarios causados, sino también de las cláusulas penales, sanciones o multas pactadas en los contratos de prestación de servicios, así lo señaló la HCSJ, Sala Laboral en el radicado 47.566 del 9 de mayo de 2018, ya referido:
“De suerte que, es el juez laboral y no el civil, quien tiene la competencia para conocer de esta contienda; pues no sería práctico, lógico y menos eficiente, trasladarle al usuario de la justicia, la carga de acudir a dos jueces de distinta especialidad, para que le resuelvan un litigio que tiene como fuente una misma causa (el contrato de prestación de servicios); máxime que, como se explicó, si el juez laboral es competente para conocer de los conflictos jurídicos que surgen en el reconocimiento y pago de los honorarios, nada impide para que igualmente conozca y decida sobre las cláusulas en las que se estipula una sanción o multa que también hacen parte de las remuneraciones que consagra la norma procedimental (artículo 2.°, numeral 6.° del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social), pues estos conceptos están estrechamente ligados como un todo jurídico, lo cual se traduce en una mejor concentración y eficiencia de la administración de justicia, al permitir el texto normativo la unificación en una sola jurisdicción para el conocimiento y definición de dichas controversias, siendo este el cometido de tal regulación, con lo que se evita que se pueda escindir dicha jurisdicción.»
“… la Sala precisa que la vía procedente para su reclamación también lo es la estatuida en el numeral 6.° del artículo 2.º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el artículo 2.º de la Ley 712 de 2001, pues verdaderamente se trata de un conflicto propio de una acción de naturaleza laboral, que implica un análisis que se agota en la verificación del incumplimiento del deudor, la consecuente causación de los honorarios u otra remuneración o pago conexo. En definitiva, no es dable dejar por fuera de la competencia de la jurisdicción laboral y de la seguridad social, esas otras situaciones que tienen su fuente en el trabajo humano, su fuente en el trabajo humano, aunque su retribución se pacte bajo la forma de un contrato de prestación de servicios ya sea comercial o civil, por ello, la jurisdicción del trabajo al igual que conoce del cobro de honorarios, también puede resolver lo concerniente a los conflictos jurídicos que de ellos se deriven, esto es, otras remuneraciones, llámese pagos, multas o la denominada cláusula penal.” 

El abogado tiene derecho a reclamar honorarios, pues el contrato de mandato civil es por naturaleza oneroso, es de suponer que el ejercicio de la abogacía como el de cualquier profesión liberal genera honorarios, pues los profesionales por lo general obtienen el sustento de los servicios que prestan, en el incidente de regulación de honorarios el juez debe considerar, ante todo, lo pactado en el contrato de prestación de servicios profesionales celebrado entre las partes, si éste existe. 
Todo lo anterior es válido pero no puede dejarse de lado el objeto de la jurisdicción penal ordinaria, estipulado en la ley 906 en su artículo 29, al señalar que corresponde a la jurisdicción penal la persecución y el juzgamiento de los delitos cometidos en el territorio nacional y los cometidos fuera el territorio nacional, en los casos que determinen tratados internacionales celebrados, suscritos y ratificados, se exceptúan los delitos cometidos por miembros de la fuerza pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio y también excluye los asuntos correspondientes a la jurisdicción indígena.
Las pretensiones de la Dra. ALEXANDRA IVONNE BOLIVAR LOPEZ, son de carácter eminentemente pecuniario (honorarios) y no corresponden al fin de la justicia penal que es de llegar a la verdad y asi imponer una pena según las responsabilidades individuales por delitos probados, por lo que reitero, el Juzgado 10 Penal del Circuito Especializado no tiene competencia para entrar a regular los honorarios demandados por la Dra. Bolivar. 
El incidente de regulación de honorarios no se encuentra regulada dentro de la ley 906 de 2004 y no puede por principio de integración traerse a la jurisdicción penal, primero porque no corresponde a la naturaleza del proceso penal; segundo, porque es ajeno al proceso penal, al objeto de la jurisdicción penal y tercero, no tiene fundamento constitucional.  Las competencias están previamente establecidas precisamente por materias y procedimientos definidos como es el proceso de regulación de honorarios.
El art. 76 del Código General del Proceso, en lo concerniente a la regulación de honorarios, no puede aplicarse al proceso penal por vía de integración por cuanto la regulación de honorarios, se insiste es de naturaleza civil, el único incidente previsto por la Ley 906 de 2004 es el incidente de reparación  de perjuicios,  luego mal podría integrarse un procedimiento que no corresponde a la naturaleza de la jurisdicción penal, como lo pretende la peticionaria.. 
Por lo expuesto, solicito respetuosamente se mantenga en firme la decisión del día 17 de febrero de 2021, proferida por la señora juez 10 Penal del Circuito Especializado Programa- OIT de Bogotá, por medio de la cual rechazó de plano el incidente de regulación de honorarios de la abogada  ALEXANDRA IVONNE BOLIVAR LOPEZ.
Atentamente, 
             
(original firmado)
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